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	Hora: 
	04:30 p.m.

	Imputado: 
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	Cédula de ciudadanía No:
	1.088.246.026 de Pereira

	Delito
	Porte Ilegal de Arma de Fuego

	Ofendido
	La Sociedad

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce por vía de apelación interpuesta por la defensa contra el auto interlocutorio de fecha nueve (9) de noviembre de 2006.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Tuvieron ocurrencia el día ocho (8) de septiembre próximo pasado, a eso de las 9:45 p.m., en el sector del barrio Nuevo Plan (Villasantana) en esta capital. Consistieron en el sorprendimiento del aquí implicado cuando huyó al notar la presencia de una patrulla policial y en su recorrido intentó ocultar un arma de fuego que llevaba consigo lanzándola por una ventana hacia el interior de una tienda que funciona en el inmueble demarcado con la Manzana 1 Casa 3. El instrumento decomisado corresponde a un revólver Smith & Wesson, calibre 38 largo, con seis (6) cartuchos en su tambor, cachas de madera, pavonado, con número de identificación interno 33553 y número externo 2809. Según dictamen balístico, el artefacto se encuentra en buen estado de funcionamiento, apto para efectuar disparos y los cartuchos idóneos para ser percutidos.
1.2.- Ante el Juzgado de Control de Garantías se legalizó la captura y se hizo la imputación por el delito de Porte Ilegal de Arma de Fuego; cargo que no aceptó el indiciado y esa es la razón para que la Fiscalía presentara formal escrito de acusación ante el Juzgado de Conocimiento, atribuyéndole la citada conducta en calidad de autor.
1.3.- Llegado el momento de la Audiencia de Formulación de Acusación, el acusado reiteró su inocencia, sin haberse manifestado causales de impedimento, recusaciones o incompetencias, motivo por el cual la actuación siguió su curso normal hasta la preparatoria, audiencia en la cual la Fiscalía reiteró el ofrecimiento para el juicio de las pruebas descubiertas y a su turno la Defensa hizo lo propio. La Fiscalía solicitó la exclusión de varios elementos materiales probatorios y evidencia física enunciados por la Defensa: el testimonio de Julieta Duque, un certificado de la Cámara de Comercio y un video realizado en el lugar de los acontecimientos. A su turno, la Defensa solicitó la exclusión de un video y de unas fotografías presentadas por la Fiscalía. La señora Juez a quo compartió únicamente la petición de la Fiscalía y ordenó excluir los citados medios de prueba de la Defensa, no así los del ente acusador. Contra esta determinación la defensora interpuso recurso de apelación y por esta razón os registros se encuentran ante esta Corporación para desatar la alzada.
2.- EL DEBATE

En segunda instancia, las intervenciones pueden sintetizarse así:
Por parte de la Defensa: (i) Desiste del recurso interpuesto en lo que hace alusión con la no exclusión de las pruebas de la Fiscalía, por cuanto admite haber olvidado que la Fiscalía sí anunció el video desde la Audiencia de Acusación; (ii) La señora Juez a quo, la dejó sin pruebas para procurar la defensa de su patrocinado. Se queja que se le han recortado sus derechos desde las preliminares, por no dejársele conocer las pruebas de la Fiscalía; (iii) Considera que tiene hasta el momento de la Audiencia Preparatoria para presentar sus pruebas, con fundamento en los principios de igualdad y equidad; (iv) Solicita al Tribunal observar la última parte de la Audiencia de Acusación, pues allí dijo claramente que sí tenía un video el cual estaba tramitando, así que nunca lo ocultó a la contraparte, no ha sorprendido a nadie. Además, ese video contiene una muestra de la parte arquitectónica del lugar de los hechos (aclara que no contiene una mera entrevista) y es diferente al que va a presentar la Fiscalía en el juicio; (v) Esa filmación o ese trabajo no lo hizo ella, ni su defendido, se elaboró por intermedio de una misión de trabajo vía Internet  (rito técnico logístico), razón por la cual no fue fácil su obtención; (vi) Se ampara en el principio de igualdad de armas para solicitar que a la defensa se le dé una posición igual a la que tiene la Fiscalía, pues es órgano que cuenta con todas las facilidades tecnológicas para llevar a buen término sus investigaciones. Indica igualmente, que las pruebas no tienen dueño y estas en verdad son importantes; (vii) No le parece que el argumento de no poderse llevar a la testigo JULIETA DUQUE a juicio que porque hay entrevista, sea atendible. Eso viola el principio de inmediación y la sana crítica para su valoración. A ella se le hizo otra entrevista por parte de la Defensoría la cual entregó a la Fiscalía oportunamente. Por demás, ella hizo referencia a hechos posteriores al hallazgo del arma que a la defensa le parecen importantes en orden a comprobar su teoría del caso; (Viii) Finalmente, llama la atención acerca de la posibilidad, incluso, de decretar prueba de oficio según reciente jurisprudencia de la Sala de Casación Penal. 
Por parte de la Fiscalía: (i) No es cierto que la etapa preliminar haya sido violatoria del derecho de defensa, pues todo transcurrió sin problemas. Sencillamente la captura se declaró legal por un Juez de Garantías y la defensa interpuso recurso de apelación contra esa determinación, pero la impugnación no era procedente al decir de la señora Juez Penal del Circuito; (ii) Con amparo en la igualdad de armas, solicitó a la Defensa dentro de la Audiencia de Acusación, que mencionara los elementos probatorios con los cuales contaba en ese instante, sin embargo, la defensa sólo hizo alusión a dos entrevistas y no dijo nada del video. Sólo vino a mencionar lo de un video que contenía una entrevista en la Audiencia Preparatoria, motivo por el cual solicitó a la señora Juez su exclusión, como en efecto ocurrió. Y así debía ser porque ese video lo tenía la Defensa desde el momento en que iba a sustentar la apelación contra la legalización de la captura, como esa misma parte lo admitió ante la señora Juez del conocimiento; luego entonces, no entiende la razón para no haberlo mencionado en el acto de la Audiencia de Acusación y sorprender luego a la Fiscalía en la Preparatoria; (iii) En cuanto al testimonio de Julieta Duque, insiste en que esta persona dijo no saber nada acerca del momento en que el arma fue decomisada, en consecuencia, nada tiene para aportar al Juicio Oral. Igual conclusión se llega de la entrevista efectuada a ella por parte de la Defensoría Pública. En ese orden de ideas, es partidaria de la confirmación de la providencia de primera instancia.
3.- la decisión
Para una mejor comprensión global de este asunto, el Tribunal expondrá algunas reflexiones jurídicas generales y dejará también consignado cuál ha sido en realidad la secuencia procesal de los temas materia de controversia, para de ese modo arribar con precisión a la solución que el caso requiere.

En cuanto a las premisas jurídicas que nos deben orientar, tenemos:

1.- El orden consecutivo en la aducción de las pruebas es el siguiente: enunciación, descubrimiento, ofrecimiento y práctica. Las dos primeras se inician en la audiencia de acusación y concluyen en la preparatoria, la tercera se lleva a cabo en la audiencia preparatoria y la última se realiza en el juicio oral. Para el ofrecimiento es indispensable esgrimir las razones de conducencia y pertinencia que avalen su procedencia.

2.- Es impositivo para la Fiscalía, por respeto al principio de lealtad procesal, enunciar TODOS los elementos materiales probatorios y evidencias físicas que posee al momento de la acusación; esto es, todo aquello que puede hacer valer en ese instante, situación que se contrapone al descubrimiento GRADUAL, pues se trata de un deber connatural con la responsabilidad que tiene el Estado de indicar lo que sustenta los cargos que presenta al imputado. Es, incluso, el punto de partida para que la defensa, a su turno, proceda con posterioridad a su ofrecimiento y descubrimiento de pruebas. 

3.- De manera muy específica, es un deber de la Fiscalía y un correlativo derecho de la Defensa, que la primera le enseñe a la segunda todo lo que esté en su poder, incluido aquello que pueda resultarle favorable al acusado. En ese sentido se tienen los categóricos términos del artículo 125.3 de la Ley 906/04, cuando reza que es un derecho de la defensa: “En el evento de una acusación, conocer en su oportunidad TODOS los elementos probatorios, evidencia física e informaciones de que tenga noticia la Fiscalía General de la Nación, incluidos los que sean favorables al procesado”; lo cual se conjuga con lo vertido en el artículo 142.2, al prescribir que es un deber indeclinable de la Fiscalía: “Suministrar, por conducto del Juez de conocimiento, TODOS los elementos probatorios y evidencia física e información de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al acusado”. Y todo ello se remata con el artículo 337 ejusdem cuando dispone en su literal f) que: “El escrito de acusación deberá contener: los demás elementos favorables al acusado en poder de la Fiscalía”.

4.- Todo lo dicho, se hace extensivo también para la Defensa, quien no obstante tener su oportunidad principal de descubrimiento en la Audiencia Preparatoria, también está en el deber de enseñar lo que posee al momento de la Acusación si así lo solicita la Fiscalía. Lo dicho, por respeto al principio de igualdad de armas y de conformidad con lo establecido en el artículo 344 de la Ley 906/04 cuando expresa: “La Fiscalía, a su vez, podrá pedir al Juez que ordene a la defensa entregarle copia de los elementos materiales de convicción, de las declaraciones juradas y demás medios probatorios que pretenda hacer valer en el juicio”. Así las cosas, existe un primer descubrimiento obligatorio para ambas partes desde la misma Acusación, y subsiste el derecho de la defensa a presentar posteriormente en la Preparatoria aquellas otras pruebas que surjan de lo suministrado por la Fiscalía como soporte de su acusación con el fin de contrarrestar el poder de convicción de la prueba de cargo.
En conclusión: le es aplicable también a la Defensa, la sanción de exclusión a la que alude el artículo 356.1 de la Ley 906/04 que reza: “En desarrollo de la audiencia preparatoria el Juez dispondrá: 1. Que las partes manifiesten sus observaciones pertinentes al procedimiento de descubrimiento de elementos probatorios, en especial, si el efectuado fuera de la sede de la audiencia de formulación de acusación ha quedado completo. Si no lo estuviere, el juez lo rechazará”. Pero es de entenderse que esa sanción de exclusión procede, única y exclusivamente cuando la Fiscalía o la Defensa, irracional e inmotivadamente se abstiene de dar cumplimiento a la orden judicial de descubrir lo que cada una de ellas poseía al momento de la Audiencia de Acusación, pero no en aquellos casos en donde exista de por medio alguna justificación razonable y atendible, que dé lugar a que la omisión se corrija en un estadio posterior de la actuación. Lo dicho, en acatamiento a lo dispuesto por el artículo 27 del C.P.P. cuando habla de los “moduladores de la actividad procesal” que textualmente indica: “En el desarrollo de la investigación y en el proceso penal los servidores públicos se ceñirán a criterios de necesidad, ponderación, legalidad y corrección en el comportamiento, para evitar excesos contrarios a la función pública, especialmente a la justicia”.

5.- No debe confundirse la inspección ocular al lugar de los hechos, con la inspección judicial. En cuanto a la inspección al lugar de los hechos, establece el artículo 213 de la misma codificación que la puede llevar a cabo el servidor de policía judicial sin necesidad de orden previa de autoridad judicial competente. La escena se puede fijar mediante fotografía, video o cualquier otro medio técnico y se levantará el respectivo plano. Existirá de todo lo actuado un acta que suscribirán el funcionario y las personas que atendieron, colaboraron o permitieron la realización.

Al igual que la diligencia preliminar de reconocimiento en álbum fotográfico, está dentro de la autonomía del ente investigador, el preservar y fijar la escena de los acontecimientos para transmitir sus observaciones al juicio; para ello, no requiere previa autorización del Juez de control de garantías, ni ser ratificada su validez por este mismo funcionario. Y esto es así, independientemente de si esa inspección se hizo o no de manera inmediata, pues el tiempo de su verificación guarda relación directa, no con su validez como se ha insinuado, sino con su fidelidad, pues obviamente el transcurso del tiempo borra las huellas en la escena del crimen y las autoridades de policía deben actuar prontamente para impedirlo, razón de más para que se considere impertinente el agotamiento de un control previo para su efectiva realización por parte del Juez de Garantías.

Esa inspección al lugar de los hechos, es diferente a la inspección judicial a la que hace alusión el artículo 435 idem, según el cual, el juez, excepcionalmente, podrá ordenar la realización de una inspección judicial fuera del recinto de audiencia cuando, previa solicitud de la fiscalía o la defensa, estime necesaria su práctica dada la imposibilidad de exhibir y autenticar en la audiencia, los elementos materiales probatorios y evidencia física, o cualquier otra evidencia demostrativa de la manera como ocurrieron los hechos objeto de juzgamiento. 

Ahora bien, en cuanto a la verdadera secuencia de lo ocurrido, una revisión pormenorizada de los registros nos enseña:

Para el momento de la Audiencia de Acusación, la Fiscalía enunció los elementos materiales probatorios y la evidencia física que pretendía hacer valer en el juicio; entre ellos, el informe fotográfico No 701, el cual iría a introducir a través de la investigadora SANDRA MILENA VELÁSQUEZ funcionaria adscrita al C.T.I., igualmente, un video de la diligencia de inspección ocular al lugar de los hechos que reposa en la bodega de evidencias junto con su cadena de custodia. Refirió igualmente el ente Fiscal, que tenía una entrevista a la señora JULIETA DUQUE. En ese mismo acto, efectivamente, la señora Fiscal solicitó que por parte de la Defensora se le hiciera entrega de todo lo que tenía en su poder, esto es, elementos materiales probatorios, evidencias físicas, entrevistas y demás, con el fin de tenerlos en cuenta para el momento de la audiencia preparatoria. La apoderada de la defensa manifestó que tenía dos entrevistas, una realizada a la testigo YULY JOHANA DUQUE y otra al señor JULIÁN ANDRÉS RODRÍGUEZ (entiéndase RAMÍREZ), y a continuación agregó: “estamos diligenciando un video”.
 La señora Juez concedió tres días tanto a la Fiscalía como a la Defensa para que hicieran los descubrimientos respectivos. Posteriormente, se llevó a cabo la Audiencia Preparatoria, diligencia dentro de la cual se hicieron estas afirmaciones: La Defensa, aparte de mencionar unos testigos propios y otros comunes, agregó que su interés era presentar en el juicio un video que contiene la versión de un testigo en el lugar de los acontecimientos, al igual que unas fotografías que daban a conocer la línea recta desde donde los agentes dicen haber visualizado a su defendido cuando arroja el arma; por último, dice tener interés en introducir un Certificado de Cámara de Comercio en el que consta la representación legal y la propiedad que ostentan las declarantes sobre el establecimiento de comercio en el cual se incautó el arma. Por su parte, la Fiscalía, ofrece como pruebas las mismas que indicó en el anexo de su escrito acusatorio, incluido el video y las fotografías tomadas en el lugar del acontecimiento. 
En esta misma audiencia tanto la Fiscalía como la Defensa pidieron exclusiones probatorias: por parte de la primera, se solicitó a la señora Juez que excluyera: (i) el testimonio de JULIETA DUQUE que pide la defensa, por cuanto la entrevista a ella realizada por parte del ente acusador indica que no tuvo conocimiento de nada, luego entonces, no puede citársele como testigo; (ii) el video que ahora menciona la defensa, por cuanto para el momento de la Audiencia de Acusación no lo mencionó, no obstante que por parte de la Fiscalía se le solicitó el descubrimiento de todo lo que tuviera en su poder para ese momento, a lo cual respondió que sólo contaba con dos entrevistas, y (iii) el certificado de la Cámara de Comercio, porque es prueba impertinente, inconducente e innecesaria, puesto que la propiedad de ese establecimiento de comercio no es tema objeto de debate. A su turno, la defensa solicitó excluir: (i) el video de la Fiscalía por cuanto no lo anunció en la audiencia de acusación y (ii) las fotografías de las que habla el órgano acusador, porque aunque sí hizo referencia a las mismas, no mencionó que iba a recepcionar testimonios para introducirlas; además, que si surgieron de la inspección judicial, ella no conoce nada de esta diligencia y considera que ha sido mal llamada inspección judicial pues no está siendo practicada por un Juez de la República.
Para contrarrestar esas argumentaciones, cada parte replicó: La Fiscalía: que ella sí había enunciado tanto el video como las fotografías; y la Defensa: (i) que retiraba lo de la Certificación de la Cámara de Comercio en atención a que la Fiscalía daba por cierto ese hecho y que en verdad no se necesitaba, y (ii) que como estaba convencida que la Fiscalía no había introducido su video al momento de la acusación, consideró oportuno presentar su propio video en la audiencia Preparatoria, dado que es éste el momento que tiene para hacerlo.
A todo ello la señora Juez decidió concederle plena razón a todos los argumentos de la Fiscalía y negar las pretensiones de la Defensa. Acto seguido, cuando la defensa intentó interponer recurso de apelación tanto por las exclusiones probatorias decretadas en su contra, como por la no exclusión de las de cargo, la Juez del conocimiento respondió que procedía recurso por lo primero pero no por lo segundo por cuanto no se podía recurrir la decisión que admitía pruebas.

De este recuento sucinto, fácilmente se extrae, lamentablemente, que han existido fallas protuberantes de todos los intervinientes incluida la Juez del conocimiento. Así se afirma porque:

1.- En cuanto a la concesión del recurso, la señora Juez tuvo una confusión porque entendió que se estaba recurriendo la admisión de las pruebas de la Fiscalía y anunció que esa parte de su decisión no era materia de recursos, cuando lo que en verdad debía entenderse en ese contexto era que la defensa lo que estaba recurriendo no era otra cosa distinta a la negación por parte de la señorita Juez de la exclusión que esta parte había solicitado de las pruebas ofrecidas por la Fiscalía, determinación en contra de la cual sí caben, por supuesto, los recursos ordinarios.

2.- La Fiscalía afirmó que la Defensa no había hecho alusión al video en el momento de la Audiencia de Acusación y la señora Juez ratificó esa aseveración, cuando la realidad procesal enseña lo contrario, puesto que la defensora sí aludió al video en la citada audiencia, pues textualmente dijo: “tengo dos entrevistas y estamos diligenciando un video”. De haber recordado la funcionaria de primera instancia que la defensa sí había hecho lo que la Fiscalía se apresuró a negar, lo que se esperaba a continuación era que la juzgadora constatara las razones por las cuales la defensa no le había hecho entrega del video a la contraparte dentro de los tres (3) días que se le dieron como era lo esperado, pues de por medio podría existir alguna justificación al respecto, siendo factible dar una prórroga para el logro de esa concreta finalidad. Sea como fuere, no se podía afirmar tajantemente como se hizo, que la defensa fue desleal al negar que tenía en su poder ese video y que por tal motivo se le sancionaba con la exclusión por un “ocultamiento” de pruebas injustificado.

3.- No estuvo bien tampoco, un pronunciamiento de exclusión acerca del Registro de la Cámara de Comercio, toda vez que expresamente la Defensa, tan pronto escuchó la oposición de la Fiscalía, solicitó ella misma el retiro de esa certificación pues fue consciente que en realidad carecía de sentido su presentación. Así las cosas, carecía de objeto cualquier decisión de fondo sobre este particular medio de convicción, que dicho de paso, era ostensiblemente inconducente e innecesario.

4.-  La Defensa hizo la réplica respectiva para oponerse a la exclusión del video; sin embargo, nada respondió a la solicitud de exclusión que hizo la señora Fiscal con respecto al testimonio de la señora JULIETA DUQUE; por el contrario, equivocadamente, entendió que lo que se estaba pidiendo era la exclusión del testigo JEISON ANDRÉS AGUDELO LOAIZA y procedió a justificar su presencia en juicio argumentando que era uno de sus testigos desde las preliminares y el único que la Fiscalía no llamó para su teoría del caso; persona ésta que aparece en el video. En síntesis, sustentó lo que nadie le había pedido y dejó sin sustento lo que en verdad merecía una explicación. 
Si tomamos en cuenta lo indicado por las partes en esta segunda instancia, queda claro que: (i) la Defensa desiste del recurso en lo atinente a la no exclusión de las pruebas de la Fiscalía, porque admite que el ente acusador sí enunció el citado video y por lo mismo no tiene objeto la apelación sobre ese punto; (ii) que insiste en el recurso acerca de la exclusión del testimonio defensivo de JULIETA DUQUE, porque la defensoría también le hizo una entrevista a esta persona y considera que está en capacidad de suministrar información en el juicio que es de relevancia para su teoría del caso; y (iii) que ella sí mencionó desde la Acusación que tenía un video, pero incomprensiblemente la señora Juez insiste en negarle la posibilidad de llevarlo a juicio, cuando se trata de una evidencia que pretende demostrar algo diferente a lo que irá a presentar la Fiscalía. Aclara igualmente, que ese video no contiene una entrevista sino una vista detallada del lugar de los hechos y que fue preparado por expertos contratados por la Defensoría Pública, razón por la cual no estaba en condiciones de facilitarlo con anterioridad a la señora Fiscal.
De lo conocido hasta el presente, la Sala llega a estas obligadas conclusiones:
Con respecto al video que pretende allegar al juicio la Defensa, es necesario revocar la exclusión decretada por la primera instancia habida consideración a que sí fue una evidencia física mencionada por la parte interesada al momento de la Audiencia de Acusación. El tribunal atiende la justificación referida por la Defensa acerca de los motivos que tuvo para no haberlo enseñado a la Fiscalía dentro de los tres días siguientes como había sido ordenado; en consecuencia, esta Corporación dispone una prórroga de ese término judicial, para que dentro de los tres (3) días siguientes a la presente audiencia, pueda cumplirse con ese cometido, y la señora Fiscal tenga acceso al referido video y pueda controvertirlo en juicio. La señora Juez de primer grado queda facultada para constar ese descubrimiento, so pena de ser excluido en caso de un nuevo incumplimiento.

En relación con el testimonio de la señora JULIETA DUQUE, esta Sala de Decisión es del criterio que no por el hecho de que en la entrevista no diga la potencial testigo que estaba presente al momento de la incautación del arma, sino que llegó en forma posterior, es argumento suficiente para impedir la recepción de su relato en juicio oral. En la audiencia pública, esas entrevistas servirán como medios de impugnar su credibilidad en caso de hacer afirmaciones que se opongan a su contenido. Así las cosas, la determinación sobre el particular adoptada en la primera instancia también será revocada.

Como ya se había anunciado, no hay lugar a pronunciamiento alguno acerca del Registro en Cámara de Comercio, ni tampoco lo habrá en torno a la negación de exclusiones probatorias en las pruebas de cargo, por haber desistido del recurso la defensa en lo atinente a este aspecto.

Queda por mencionar, una situación que observa el Tribunal y que no ha sido tema de discusión en la primera instancia, motivo por el cual, se consigna en forma marginal a efectos de que la señora Juez proceda a hacer un pronunciamiento de fondo sobre el particular. Se trata de unas fotografías que también pretende introducir la defensa para, según ella, demostrar “la línea de visión que tenían los agentes con respecto a la posición de su representado en el instante en que se asegura arrojó el arma”.
 Esas fotografías, a diferencia del video, no fueron mencionadas por la Defensa al momento de la Audiencia de Acusación; sin embargo, la Fiscalía no ha pedido su exclusión, ni la señora Juez ha hecho la constatación a la que se refiere el ya citado artículo 356.1 C.P.P. En consecuencia, se solicita de la Juez de instancia interrogar acerca del momento en el cual fueron obtenidas esas placas fotográficas, para precisar si se efectuaron antes o después de la Audiencia de Acusación; igualmente, en caso de ser lo primero, determinar cuál o cuáles son las razones que se tienen para no hacer su descubrimiento dentro de los tres (3) días siguientes como había sido lo ordenado. La a quo ponderará la situación en concreto y tomará la determinación que corresponda.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, REVOCA la providencia interlocutoria objeto de apelación y en su lugar dispone: 1. Se admite como prueba el video que posee la defensa para que sea llevado al juicio siempre y cuando se descubra dentro de los tres (3) días siguientes a esta decisión; 2. Se admite la recepción del testimonio de la señora JULIETA DUQUE, en los términos anunciados en la parte considerativa; 3. SE ABSTIENE el Tribunal de hacer pronunciamiento alguno en torno a la Certificación de la Cámara de Comercio, lo mismo que a la negación de exclusión de la prueba de cargo, por ser temas desistidos previamente por parte de la apoderada de la Defensa y 4. Se hace un llamado de atención para que en la primera instancia se conozca y decida lo pertinente con respecto a unas placas fotográficas que la defensa pretende hacer valer en el juicio.                              
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ  
� Ver el registro de la Audiencia de Acusación a las 14:40 tiempo de grabación.


� Ver la Audiencia Preparatoria a las 03:52 tiempo de grabación.
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